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Adames Soto, Juez Ponente 

 
SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 26 de septiembre de 2018. 

 Comparece ante nosotros la señora Beverly A. Vázquez Alayón 

(apelante), solicitando la revocación de una sentencia emitida por el 

Tribunal de Primera Instancia, Sala de Ponce, (TPI), el 10 de noviembre 

de 2017. Mediante dicho dictamen el foro primario declaró Ha Lugar la 

demanda en cobro de dinero presentada por Gerardo M. Robles 

(apelado) contra la apelante, en consecuencia, ordenando el pago 

debido.   

Previo a cualquier consideración sobre los méritos de los 

argumentos presentados en el recurso de apelación, se nos impone 

verificar nuestra jurisdicción para actuar.  

I. Tracto Procesal Pertinente 

Según anticipamos, la sentencia apelada fue emitida por el TPI el 

10 de noviembre de 2017 y notificada a las partes el 1 de diciembre del 

mismo año. Ello dio lugar a que la apelante presentara una oportuna 

petición de reconsideración ante el foro primario, que fue declarada No 

Ha Lugar el 8 de enero 2018, y notificada el 17 del mismo mes y año.  
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Es del anterior dictamen del cual apela la Sra. Vázquez Alayón 

antes nosotros, presentando su recurso el 16 de febrero de 2018. 

Pendiente la consideración del recurso de apelación, la parte 

apelada compareció ante nosotros el 29 de junio de 2018, solicitando su 

desestimación por dos fundamentos; (1) que de la página de la Rama 

Judicial se desprendía que la copia del recurso de apelación se había 

notificó al TPI el 28 de febrero de 2018, fuera del término provisto para 

ello; (2) que nunca se le notificó el recurso presentado por la apelante. 

En armonía, esgrimió que el incumplimiento de la apelante con las 

Reglas 13(B) y 14(B) del Reglamento del Tribunal de Apelaciones,                 

(4 LPRA Ap. XXII-B, R.13(B) y 14(B), comportaban la desestimación por 

falta de jurisdicción, ante la ausencia de justa causa que justificara tales 

omisiones.   

De conformidad, el 6 de julio de 2018 emitimos una Orden dirigida 

a la parte apelante para que acreditara lo siguiente; que había realizado 

la notificación del recurso a la parte apelada dentro del término provisto 

en la Regla 13(B) de nuestro Reglamento, supra; que demostrara justa 

causa por la cual no había notificado al TPI su recurso de apelación 

dentro del plazo dispuesto en la R.14(B) de nuestro Reglamento, supra.  

Transcurrido en exceso el término concedido a la parte apelante 

para que proveyera la información requerida, sin tan siquiera presentar 

comparecencia, nos corresponde resolver. 

 

II. Exposición de Derecho 

A. 

Las Reglas 13(B) y 14(B) del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones, supra, contienen los requisitos que la parte apelante tiene 

que cumplir con relación a la oportuna notificación del recurso a la parte 

y al foro apelado en casos civiles. En específico, la Regla 13(B), supra, 

establece sobre la notificación a las partes que; la parte apelante 

notificará el recurso apelativo y sus apéndices dentro del término 
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dispuesto para la presentación del recurso, siendo éste un término 

de cumplimiento estricto. (Énfasis provisto.)  

Además, la Regla 14(B), supra, manda que:  

[d]e presentarse el original del recurso de apelación en la 

Secretaría del Tribunal de Apelaciones junto con el arancel 
correspondiente, la parte apelante deberá notificar la 

cubierta o primera página del escrito de apelación, 
debidamente sellada con la fecha y hora de 
presentación, a la Secretaría de la sede del Tribunal de 

Primera Instancia que haya dictado la sentencia 
apelada, dentro de las setenta y dos horas siguientes a 
la presentación del escrito de apelación. Este término 

será de cumplimiento estricto.  
 

(Énfasis provisto).  
 

Por otra parte, la Regla 83 del mismo cuerpo reglamentario 

establece las circunstancias en que este foro intermedio queda 

habilitado para desestimar un recurso. En lo pertinente, establece lo 

siguiente:  

(B) Una parte podrá solicitar en cualquier momento la 

desestimación de un recurso por los motivos siguientes:  
 

(1) que el Tribunal de Apelaciones carece de 
jurisdicción;  

 

(2) que el recurso fue presentado fuera del término de 
cumplimiento estricto dispuesto por ley sin que exista 

justa causa para ello;   
 

… 

(Texto omitido del original). 

 
 

Todo lo anterior habrá de pasar por el crisol de la Regla 12.1 de 

nuestro Reglamento, 4 LPRA Ap. XXII-B, R.12.1, que nos obliga a 

interpretar las disposiciones sobre requisitos de notificación a las partes 

de forma que se reduzcan al mínimo las desestimaciones de los 

recursos. Sin embargo, en la misma Regla se advierte que debemos 

proveer oportunidad razonable para la corrección de defectos de forma 

o de notificación que no afecten los derechos de las partes, cuando 

media causa justificada. 
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B. 

Nuestro Tribunal Supremo ha advertido que la marcha ordenada 

y efectiva de los procedimientos judiciales es un imperativo de nuestro 

ordenamiento jurídico. Como axioma de ese principio, es norma 

conocida por toda la profesión legal en Puerto Rico que el 

incumplimiento con las reglas de los tribunales apelativos impide la 

revisión judicial. Soto Pino v. Uno Radio Group, 189 DPR 84 (2013); 

Cárdenas Maxán v. Rodríguez, 119 DPR 642 (1987). El propósito de 

estas normas no se limita a vindicar la autoridad de los tribunales, sino 

que también se dirige a propiciar que el Poder Judicial se ejerza dentro 

de un marco procesal uniforme y ordenado, que le permita a toda 

persona situada en circunstancias similares, ejercer de forma efectiva 

su derecho a revisar un dictamen ante un panel de jueces. Yumac Home 

v. Empresas Masso, 194 DPR 96 (2015).  

La existencia de un conjunto de normas que regulan la práctica 

apelativa puertorriqueña implica, en esencia, que, aunque haya derecho 

a apelar, las normas sobre el perfeccionamiento de los recursos 

apelativos deben ser observadas rigurosamente y su cumplimiento no 

puede quedar al arbitrio de las partes o sus abogados. Pérez Soto v. 

Cantera Pérez, Inc., 188 DPR 98 (2013). Los requisitos de notificación 

son imperativos ya que colocan a la parte contraria en conocimiento del 

recurso que solicita la revisión de una decisión de un tribunal de menor 

jerarquía. Soto Pino v. Uno Radio Group, supra. Entre dichos requisitos 

están la presentación oportuna del recurso en la Secretaría del Tribunal 

de Apelaciones y su notificación a las partes, ambos inciden en la 

jurisdicción del tribunal. Pérez Soto v. Cantera Pérez, Inc., supra.  

C. 

A diferencia de los términos jurisdiccionales, los términos de 

cumplimiento estricto no son fatales, por lo que se pueden extender si 

se demuestra justa causa. Peerless Oil v. Hnos. Torres Pérez, 186 DPR 

239 (2012).  
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Sin embargo, y a pesar de que los términos de cumplimiento 

estrictos no están atados a la rigidez de los términos jurisdiccionales, 

ello no significa que el Tribunal goza de amplia discreción para 

prorrogarlos. Peerless Oil v. Hnos. Torres Pérez, supra. Por el contrario, 

de manera contundente el Tribunal Supremo ha determinado que la 

discreción de este foro apelativo para ejercer su facultad de prorrogar 

un término de cumplimiento estricto está subordinada a la presentación 

de justa causa, cuyo cumplimiento ha de ser enfrentado al siguiente 

análisis;  … (1) que en efecto exista justa causa para la dilación; (2) que 

la parte le demuestre detalladamente al tribunal las bases razonables 

que tiene para la dilación; es decir, que la parte interesada acredite de 

manera adecuada la justa causa aludida. En ausencia de alguna de 

estas dos (2) condiciones, los tribunales carecemos de discreción para 

prorrogar términos de cumplimiento estricto. Soto Pino v. Uno Radio 

Group, supra; S.L.G. Szendrey-Ramos v. F. Castillo,  169 DPR 873, 882 

(2007); Rojas v. Axtmayer, 150 DPR 560 (2000); Arriaga v. FSE,              

145 DPR 122, 132 (1998).  

 El Tribunal Supremo abunda sobre el tema al dictar que la parte 

que presenta de manera tardía un recurso al cual cobija un término de 

cumplimiento estricto, deberá demostrar la existencia de justa causa, 

con explicaciones concretas y particulares, debidamente evidenciadas, 

que le permitan al tribunal concluir que la tardanza o demora ocurrió 

por alguna circunstancia especial razonable. No podrá acreditarse la 

existencia de una justa causa mediante excusas, vaguedades o 

planteamientos estereotipados. Soto Pino v. Uno Radio Group., supra; 

Lugo v. Suárez, 165 DPR 729, 738-739 (2005). En consonancia, se 

rechaza como justa causa el trillado argumento de que la tardanza, no 

causó perjuicio a la otra parte. Soto Pino v. Uno Radio Group, supra.   

En definitiva, en ausencia de justificaciones que demuestren justa 

causa, (según definido dicho concepto por la jurisprudencia discutida), 

el tribunal carece de discreción para prorrogar el término de 
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cumplimiento estricto. Soto Pino v. Uno Radio Group., supra; Peerless Oil 

v. Hnos. Torres Pérez, supra.  

D. 

Finalmente, la jurisdicción se ha definido como el poder o 

autoridad de un tribunal para considerar y decidir casos y 

controversias. Yumac Home v. Empresas Massó, supra; Horizon Media v. 

Jta. Revisora, RA Holdings, 191 DPR 228, 233 (2014). Tanto los foros de 

instancia como los foros apelativos tienen el deber de, primeramente, 

analizar en todo caso si poseen jurisdicción para atender las 

controversias presentadas, puesto que los tribunales estamos llamados 

a ser fieles guardianes de nuestra jurisdicción, incluso cuando ninguna 

de las partes invoque tal defecto. Horizon Media v. Jta. Revisora, RA 

Holdings, supra; Shell Chemical v. Srio. Hacienda, 187 DPR 109,          

122-123 (2012). Ello responde a que las cuestiones jurisdiccionales son 

materia privilegiada y deben resolverse con preferencia a los demás 

asuntos. Mun. San Sebastián v. QMC Telecom, O.G.P., 190 DPR 652, 659 

(2014). García v. Hormigonera Mayagüezana, 172 DPR 1, 7 (2007). Por 

tanto, si determinamos que no tenemos jurisdicción sobre un recurso o 

sobre una controversia determinada, debemos así declararlo y proceder 

a desestimarlo. Mun. San Sebastián v. QMC, supra. No tenemos 

discreción para asumir jurisdicción donde no la hay. Yumac Home 

Furniture, Inc. v. Caguas Lumber Yard, Inc., supra. 

II. Aplicación del Derecho a los Hechos  

Tal cual ha quedado ilustrado en el tracto procesal, la parte 

apelante presentó su escrito de apelación el 16 de febrero del 2018, 

momento desde el cual contaba con un término de setenta y dos (72) 

horas para notificar la cubierta o primera página de su escrito, 

debidamente sellada con la fecha y hora de presentación, a la Secretaría 

de la sede del Tribunal de Primera Instancia. Regla 14(B) de nuestro 

Reglamento, supra. Esto es, iniciado el término de setenta y dos horas 

javascript:getContent('////25254.cloud.storage.gogrid.com//25254//nas//download//DPR//190//190DPR652.doc',%20'%5bMUN,%20SAN,%20SEBAST,%20QMC%5d')
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el 16 de febrero del 2018, el plazo para presentar la copia del escrito 

ante el TPI se entendía vencido el 22 del mismo mes y año1. No obstante, 

y según consta del Sistema de Tribunales (TRIB), la apelante presentó 

copia del recurso de apelación ante el foro apelado el 28 de febrero de 

2018, vencido el término por seis (6) días. Por tratarse de un plazo de 

estricto cumplimiento, solo restaba dilucidar si en la tardanza señalada 

medió una justa causa que permitiera su prórroga. A eso fines 

concedimos oportunidad a la apelante para que nos pusiera en posición 

de considerar alguna justa causa. Sin embargo, ni siquiera compareció.   

Por otra parte, también le concedimos oportunidad a la apelante 

para que acreditara justa causa por la cual nunca notificó a la apelada 

de su recurso de apelación, tratándose este de un término de 

cumplimiento estricto. Sin embargo, aún es el día en que el apelante no 

ha presentado comparecencia para atender nuestro requerimiento.  

Estamos ante una clara transgresión de las notificaciones al TPI 

y a la parte apelada que requieren las Reglas 13(B) y 14(B) de nuestro 

Reglamento, supra, respectivamente. Tal realidad nos priva de 

jurisdicción para atender el recurso de apelación presentado, por lo que 

sólo resta ordenar su desestimación. 

Por los fundamentos que anteceden, declaramos Con Lugar la 

petición de desestimación de la parte apelada, en consecuencia, 

desestimamos el recurso de apelación presentado, por falta de 

jurisdicción. 

 Lo pronunció y lo manda el Tribunal y lo certifica su Secretaria. 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

                                                 
1 Debido a que la parte apelante presentó el recurso de apelación un viernes, y el 

término concedido por el Reglamento para la notificación del recurso es uno menor de 

7 días, la Regla 68.1 de las de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R.68.1, dictamina 
que no se debe calcular sábado, domingo ni día legalmente feriado. Habiendo sido el 

lunes 19 de febrero de 2018 día feriado, el término de 72 horas empezó a correr el 20 

de febrero, culminando el 22 del mismo mes y año.  


